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Introducción 

Los atentados del 1 1  de septiembre de 2001 en 
los Estados Unidos han tenido como consecuen­
cia que la agenda de la integración de la justicia 
penal en la Unión Europea haya entrado en un te­
rreno resbaladizo. Dossiers bloqueados, negocia­
ciones lentas y difíciles están en el centro de la 
atención. Los jefes de Estado han declarado en la 
Cumbre Informal de Gante (20 octubre 2001) que 
los Ministros de Justicia y de Asuntos Interiores 
de los Estados Miembros tienen que concluir en 
diciembre sobre temas como "una armonización 
en materia de delitos de terrorismo" y el "manda­
to europeo de detención". Por otro lado los Minis­
tros de Economía y Hacienda trabajan sin parar 
en dossiers como "blanqueo de capitales", con 
obligaciones para abogados de comunicar tran­
sacciones sospechas y "embargo a bienes y valores 
pertenecientes a grupos terroristas o a grupos de 
criminalidad organizada". Es significativo que por 
ejemplo el "mandato europeo de detención", que 
tendría que reemplazar el procedimiento de la ex­
tradición, y que incluye la transferencia de deteni­
dos en pocos días con un control jurisdicccional 
muy abreviado, tendrá que ser concluido en pocos 
meses, sin negociaciones en comités de expertos 
previos. Parece que la coyuntura exige medidas 
excepcionales contra el terrorismo, pero parece 
también que el terrorismo está siendo utilizado 
como instrumento para forzar reformas que van 
mucho más allá del corto plazo. Si ello tiene como 
consecuencia que se consiga una mejor integra­
ción de Justicia en la Unión Europea, absoluta­
mente necesaria, el momento ha sido bien utiliza­
do. Hay, sin embargo, el riesgo de que se 
impongan soluciones que acaben con nociones 
básicas del Estado de derecho, dando demasiado 
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poder a las cuerpos de inteligencia, criminalizan­
do movimientos sociales de antiglobalizacion, etc. 
Por este motivo es importante situar la coyuntura 
en su contexto histórico y analizar la difícil rela­
ción entre Comunidad Europea, Unión Europea y 
Justicia Penal. 

El Ius Puniendi de los Estados soberanos y 
la integración europea 

Thomas Hobbes escribió 'Covenants without 
swords are but words' ... Los padres fundadores de 
la Comunidad europea, a mediados del siglo pasa­
do, gracias a su concepción clarividente y visiona­
ria, han conseguido no solamente un Tratado CE 
sino también una carta constitucional de la CE. 
De todos modos, ellos omitieron tener en cuenta 
la cuestión de la salvaguarda del derecho comuni­
tario, excepción hecha de un punto. En lo que 
concierne a las reglas en materia de libre concu­
rrencia, concedieron en los artículos 81-85, los 
fundamentos de una competencia de salvaguarda 
completa a la Comisión europea. 

Rápidamente se dieron cuenta que la relación 
entre la política comunitaria y los sistemas de sal­
vaguarda nacionales debían ser más afinados. De­
bió, en todo caso, esperarse un decenio para ver 
realizado este punto efectivamente. Este tema 
apareció claramente en la jurisprudencia de la 
Corte de Justicia (CJE), para quien el derecho de 
salvaguarda nacional, en lo que concierne al dere­
cho penal y al procesal penal, podían constituir un 
obstáculo para la integración europea (integra­
ción negativa). En el dominio, por ejemplo, de la 
libre circulación de capitales, las disposiciones pe­
nales contrarias no podían ser aplicadas 1. Más 
tarde, en una serie de decisiones claves2, la CJE ha 

(*) Traducción del francés de laura Zúñiga Rodríguez, Profesora Titular de Derecho Penal de la Universidad de Salamanca. 
1. CJCE 23 febrero 1995, Bordessa e.a., asunto C-358/93 et C-4 16/93, Rec. p.l-36 1 
2. los más importantes son sin duda CJCE 21  septiembre 1989, Comisión vs. Grecia, asunto 68/88, Rec. p. 2965. 
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establecido claramente que los sistemas de salva­
guarda de los Estados miembros constituyen ci­
gualmente un instrumento para hacer respetar la 
política comunitaria (integración positiva). Los 
Estados miembros tienen el deber de salvaguar­
dar los intereses comunitarios y este deber tiene 
que realizarse de una forma tal que: 1) no haya 
discriminación entre los bienes nacionales y co­
munitarios similares; y 2) se trate de iure o de fac­
to, en teoría y en la práctica, de procedimientos y 
sanciones que sean efectivas, proporcionales y di­
suasivas. Esto significa que los Estados miembros 
disponen siempre de libertad de elección -entre el 
derecho civil, el derecho administrativo y/o el de­
recho penql-, pero la elección debe siempre satis­
facer los criterios de control anteriormente men­
cionados. 

Precisamente, fue en el asunto francés de las 
fresas que estos criterios fueron efectivamente 
controlados por el juez comunitari03. Las autori­
dades francesas han estado regularmente someti­
das, en el curso de los años ochenta, a las acciones 
de los campesinos descontentos que atacaban los 
camiones transportadores de fresas españolas, 
que incluso se quemaban. La policía francesa en­
tabló procesos verbales y registró un cierto núme­
ro de acciones en vídeo. Había, por consiguiente, 
suficientes pruebas para sancionar a los autores, 
pero el ministerio público francés decidió sis­
temáticamente archivar los casos, ante el riesgo 
de agitaciones que hubiera supuesto una persecu­
sión efectiva. Esta decisión suscitó la insatisfac­
ción y la cólera de los productores españoles de 
fresas, de los transportistas, de los compradores y 
de la Comisión europea. A pesar de las protestas 
de la Comisión europea, Francia continuó archi­
vando los casos sin perseguirlos. La Comisión en­
tabló un proceso contra Francia4 ante la CJE. La 
CJE juzgó que Francia había violado el Tratado, a 

saber la libre circulación de bieness y la lealtad co­
munitaria6, al haber archivado sistemáticamente 
los casos: la política criminal y la políticas de ar­
chivamientos de casos sin perseguirlos, pueden 
por consiguiente, en ciertos casos, considerarse 
igualmente determinadas por las exigencias co­
munitarias y por la protección de los bienes jurí­
dicos comunitarios. 

El legislador comunitario ha completado aún 
más las exigencias jurisprudenciales comunitarias 
relativas al deber de salvaguarda de los intereses 
comunitarios, en una serie de dominios. Las direc­
tivas y reglamentos comunitarios contienen dispo­
siciones de prohición y de obligaciones materiales, 
que contemplan deberes, elementos subjetivos (ne­
gligencia, intención, etc.), competencias en la in­
vestigación, sanciones. El derecho comunitario 
presenta así un ilícito y una definición de insider 
trading (delito de iniciados) y de blanqueo de di­
nero7, sin obligar, de todos modos, a los Estados 
miembros a una tutela por parte del derecho pe­
na18. El derecho comunitario contiene igualmente 
varias disposiciones, a saber en el cuadro de políti­
ca agraria9 y de política común en materia de pes­
calO, en materia de obligación de imponer sancio­
nes. Estas sanciones, como las multas y las 
exclusiones del sistema de subsidios, están desig­
nadas como sanciones administrativas o sanciones 
sui generis. Los Estados miembros son libres de 
establecer sanciones en la vía civil, el derecho ad­
ministrativo o el derecho penal. El legislador co­
munitario tiene, por consiguiente, una competen­
cia normativa centrada en la instauración y de la 
puesta en funcionamiento de los sistemas de tute­
la dentro de los Estados miembros. Éstos deben 
presentar resultados pero son libres de elegir el 
instrumento a utilizar. También la CE tiene com­
petencia normativa en más materias como la libre 
competencia, y otras de dominio específico donde 

3.  CJCE 9 diciembre 1979, Comisión vs. Francia, asunto C-265/95, Rec. p.  1-6959. 
4. Sobre la base del arto 226 CE. 
5. Art. 28 CE. 
6. Art. 10 CE. 
7. Directiva 9 1/308 del Consejo de 10 de junio de 199 1 relativa a la prevención de la utilización de sistemas financieros para 

fines de blanqueo de capitales, JOCE 199 1 L 166/77 (Incluye la declaración de los representantes de los Estados miembros reun� 

dos en el Consejo) y Proposición de directiva del Parlamento Europeo y del Consejo modificando la direcitiva 9 1/308/CEE del Co� 
se jo de 1 O de junio de 1991, relativa a la prevención de la utilización de los sistemas financieros para fines de blanqueo de cap� 

tales. 
8. La Comisión europea ha intentado, en unas cuantas proposiciones de directivas prescribir la vía penal, pero el Consejo de 

ministros ha transformado sistemáticamente estas disposiciones en obligaciones nuestras y no penales. Ver por ejemplo la pro­

posición de directiva del Consejo relativa a la prevención de la utilización de los sistemas financieros para fines de blanqueo de co-

pitales, COM(90) 106 final, JOCE 1990, C 106 p. 287.
. . . . . . . 

9. J.A.E. VERVAELE, "Poderes sancionadores de/y en la Comunidad Europea? HaCia un sistema de sanciones administrativas eu-

ropeas?", Revista Vasca de adm�nistracjón pú?'�ca, 1994, p: .167-205; . 
10. Reglamento 2847/93, instituyendo un reglmen de polltlca comun aplicable a la pesca, JOCE L 26 1. 
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la CE posee competencia de investigar administra­
tiva independiente o subordinadamente. Los ins­
pectores de la Comisión pueden penetrar de ma­
nera autónoma e independiente!! o acompai'íados 
de inspectores nacionales en asuntos que estén ba­
jo su dirección!2 dentro de las empresas, consul­
tando la contabilididad, inspeccionando los bie­
nes, etc. Si bien la Comisión no dispone de 
competencias para realizar investigaciones judi­
ciales -no posee funciones de oficiales de policía 
judicial-, varios reglamentos contienen la obliga­
ción de poner a disposición de la Comisión las in­
formaciones obtenidas en el curso de una pesqui­
sa o de una audición sospechosa, incluso si estas 
informaciones se encuentran bajo el secreto de la 
instrucción13. Las competencias de inspección de 
la Comisión se limitan, por consiguiente, a la in­
vestigación administrativa. Todas las sanciones, a 
excepción de las correspondientes a la libre com­
petencia, son a fin de cuentas impuestas por las 
autoridaes nacionales administrativas o judiciales. 

Es verdad que el Derecho comunitario no ha 
previsto el desarrollo de sistemas de tutela supra­
nacionales. Los Tratados CE ofrecen en esta ma­
teria una base insuficiente y ni el Tratado de 
Maastricht, ni el Tratado de Amsterdam han apor­
tado un cambio sobre este tema. No es tampoco 
cuestión, en Derecho comunitario, de armonizar 
directamente el derecho penal nacional y el pro­
cedimiento penal. La doctrina valora esto con re­
servas, condicionada bajo la cuestión de saber si 
esta prerrogativa sería jurídicamente imposible. 
La tutela se realiza dentro y para los Estados 

miembros que aplican los proccdimientos y las 
sanciones nacionales. La CE, de una parte, l;a rc­
conocido en gran medida la soberanía penal (iLlS 
PLlniendi) de los Estados miembros, pero de otra 
parte, los órganos nacionales y los sistemas jurídi­
cos nacionales poseen funciones comunitarias. El 
derecho penal, el proceso penal, la policía, el mi­
nisterio público y el juez penal están integrados 
dentro de un orden jurídico comunitario autóno­
mo. La medida según la cual el derecho penal y el 
procedimiento penal entran en juego para salva­
guardar el Derecho comunitario es en principio 
dependiente de la selección del Estado miembro 
(armonización indirecta). En la práctica, a saber 
en el dominio económico financiero, pero tam­
bién en materia de medio ambiente, salud públi­
ca, etc., el derecho penal y el proceso penal están 
siempre presentes en el primer plano, y la instau­
ración y el ejercicio del ius puniendi deben, por 
tanto, satisfacer las obligaciones comunitarias de 
resultados. La ampliación y la profundización del 
impacto del Derecho comunitario sobre el dere­
cho penal nacional y sobre el procedimiento penal 
resultan de la jurisprudencia de la Corte de Justi­
cia, un impacto que es fuertemente subestimado 
por buen número de penalistas14. 

Integración económica y cooperación poli­
cial y judicial reforzada 

En virtud de la realización de la unión aduane­
ra, del mercado interno, la libre circulación de 

1 1. Reglamento del Consejo relativo a los controles y verificación efectuados por la Comisión para la protección de los intere­
ses financieros de la Comunidad Europea contra los fraudes y otras irregularidades, JOCE 1996, l 292. Cf. J.A.E . VERVAElE, "¿Hacia 
una agencia europea independiente para luchar contra el fraude y la corrupción en la Unión Europea?", Revista del Poder Jud� 
cial, Madrid, 1999, 1 1-34. 

12. Como por ejemplo en el Reglamento NQ 595/9 1 del Consejo del 4 de marzo de 199 1 concerciente a las irregularidades y 
la recuperación de sumas indebidamente percibidas según el cuadro de financiamiento de la política agrícola común, así como la 
organización de un sistema de información dentro de este ámbito, JOCE 199 1 NQ l 67/ 1 1. 

13. Cf. el Reglamento NQ 595/91 del Consejo del 4 de marzo de 199 1 concerciente o las irregularidades y la recuperación de 
sumas indebidamente percibidas según el cuadro de financiamiento de la política agrícola común, así como la organización de un 
sistema de información dentro de este ámbito, JOCE 199 1 NQ l 67/ 1 1 Y el Reglamento 5 15/97 del Consejo relativo a la asistencia 
mutua entre las autoridades administrativas de los Estados miembros yo la colaboración entre aquéllas y la Comisión en vista de 
asegurar la buena aplicación de las reglamentaciones aduaneras y agrícola, JOCE 1997 l 82. J.A.E. VERVAElE, "Regulación comu­
nitaria y aplicación operacional de los poderes de investigación, obtención y utilización de pruebas en relación a la infracción de 
intereses financieros de la Comunidad Europea", Revista Vasca de Administración Pública, 1998, 307-347. 

14. Éstas son algunas investigaciones sobre derecho penal europeo: Cf. G. DANNECKER, "Strafrecht der Europaischen Gemeins­
chaft", in . EsER/HuBER lEOS), Strafrechtsentwicklung in Europa, 1995; G. GRASSO, Comunita Europee e diritto penale. I rapport tra I'or­
dinamento comunitario e i sistemi penali degli stati membri. Giuffre, 1989. Hay versión castellana: GRASSO, Comunidades Europe­
as y Derecho Penal, trad. de Gorda Rivas, Cuenca, Univ. de Castilla la Mancha, 1993. P. FIMIANI, La tutela pena/e delle finanze 
comunitarie. Profili sostanziali e processuali, Giuffre, 1999. BEMARDI, "Principii di diritto e diritto penale europeo", Annali dell'Un� 
versiti di Ferrara, Sezione VI Scienze Giuridiche, volume 1 1, 1988. BERNARDII "Verso una codificazione penale europea? Ostacoli e 
prospettive", Annali dell'Universiti di . Ferrara� Sezio�e V, Scienze Giuridiche, Sag�i 

.
1
.

1 1, 1?��. J
:
A.E. ��RVAElE, La frau?e �ommu­

nautaire et de droit pénal européen des aHalres, Pans 1994, 436 p. l. PtCOTIl, Poss,b,/,ta e I,m,tl d, un d,ntto pena/e dell Umone Eu­
ropea, Giuffre, 1999. G. GRAsso, Prospettive di un diritto pena/e europeo, Giuffre, 1998. 
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bienes, servicios, personas y capitales, y gracias a 
la desaparición de las fronteras interiores, los in­
tercambios intra-comunitarios han conocido un 
importante crecimiento. La introducción del euro 
acelera todavía más este avance. Se ve nacer pro­
gresivamente un mercado común europeo y un 
mercado europeo de capitales que, a mediano pla­
zo, desembocará en una mayor movilidad de per­
sonas físicas y jurídicas. Éstas pueden libremente 
ofrecer servicios, instalarse o establecerse en cual­
quier parte del territorio de la UE. La integración 
económica es, por tanto, una realidad irreversible. 
La actividad intra-comunitaria es, pues, una acti­
vidad transnacional con la importante consecuen­
cia que ello tiene para la tutela de ella misma. Por 
primera vez, decisiones nacionales específicas tie­
nen un efecto en el conjunto del territorio de la 
UE. Si la Comisión de Operaciones Bursátiles de 
Francia decide una autorización a un agente de 
cambio, esta autorización es válida para todo el 
mercado interno, por consiguiente, para Alemania 
o España (la autorización es un pasaporte euro­
peo). Esto significa igualmente que las infraccio­
nes pueden determinar la suspensión o el retiro de 
la autorización, las cuales pueden tener efectos en 
el conjunto del mercado interno. En segundo lu­
gar, las personas naturales y las personas jurídicas 
realizan actividades en todo lugar en el sentido del 
mercado interno, actividades dentro de las líneas 
jurídicas de acuerdo a los diversos sistemas jurí­
dicos nacionales. La tutela en materia de activida­
des transnacionales implica, pues, por definición, 
la necesidad de recoger información, poner medi­
das de control o investigar dentro del territorio de 
los diversos Estados miembros, acudiendo a acto­
res, regímenes y competencias jurídicas divergen­
tes. Cuando la imposición y la ejecución de las 
sanciones corresponden a distintas competencias, 
igualmente entran en juego. 

A pesar de la ampliación y fortalecimiento de la 
integración económica y monetaria, el paisaje pe­
nal europeo está fuertemente parcelado. Éste es 
un efecto ligado a la débil integración política eu­
ropea. La normativa jurídica relacionada al dere­
cho penal material, pero sobre todo al procedi­
miento penal conoce hasta ahora grandes 
diferencias, incluso si es necesario reconocer que 

la Convención de Derechos del Hornbre ha tenido 
un efecto de armonización sobre puntos esencia­
lesls. Esto se explica por el hecho de que, de una 
parte, los Estados miembros no han sido suficien­
temente conscientes del impacto de la integración 
sobre la justicia y sobre el derecho penal y que, de 
otra parte, los Estados miembros, una vez cons­
cientes de ello, han mantenido una resistencia de­
fensiva con el fin de preservar la soberanía de los 
dominios del derecho penal. 

A pesar de ello, los Estados miembros se mues­
tran conscientes de que el ius puniendi no puede 
ser ejercido sobre un islote penal cuyas fronteras 
están cerradas. La interdependencia de Naciones 
Unidas había devenido demasiado importante. Los 
Estados miembros tienen, desde los años ochenta, 
la luz verde para intensificar las diversas formas de 
cooperación judicial. A este respecto se ha desarro­
llado primero, por fuera de la estructura de CE y 
dentro de un contexto intergubernamental, una se­
rie de limitaciones a los Estados miembros. Las 
Convenciones Schengen (1985 y 1991)16 constituye 
un jalón en el cuadro de esta evolución. Schengen 
presenta el mérito de haber dado forma a la coope­
ración policial y de haber hecho operativa la coo­
peración judicial en materia penal. Estos últimos 
puntos se han realizado introduciendo la colabora­
ción directa, sin intervenciones diplomáticas, y sos­
layando toda clase de reservas (por ejemplo en ma­
teria de impuestos indirectos). Se trata de un 
importante paso en cuanto a la colaboración judi­
cial en materia penal17. 

Esta evolución se ha reforzado con la entrada en 
vigor del Tratado de Maastricht (1992) y la crea­
ción de la Unión Europea (UE). La UE recoge, 
además de la normativa de la CE (primer pilar), 
un segundo pilar (cooperación en materia de se­
guridad y de asuntos exteriores) y un tercer pilar 
(cooperación en materia de justicia y de asuntos 
internos). El tercer pilar retoma, como puntos 
prioritarios, la inmigración, la política en materia 
de visado y la cooperación judicial en materia ci­
vil, así como la cooperación policial (con el com­
promiso de creación de la Europol), la coopera­
ción aduanera y la cooperación judicial en 
materia penal. El segundo y el tercer pilar presen­
tan un importante carácter intergubernamental. 

15. DELMAS-MARTY, M., Raisonner la raison d'état. Vers une Europe des droits de I'homme, Paris, 1989. 
16. Acuerdo entre los gobiernos de los Estados de la Unión, Benelux, la República federal alemana y la República francesa re­

lativo a la supresión gradual de controles y fronteras comunes, realizado en Schengen el 14 de junio de 1985, Vid. texto e� R � 
vue généra/e de droit international pub/;c, Tomo 91, 1987, p. 236. Convenión de aplicación del acuerdo de �ch�ngen de 1 � lumo 
1985 relativa a la supresión gradual de los controles de las fronteras comunes, realizado en Schengen el 19 lumo 1990. V.d. tex-
to en Revue généra/e de droit internationa/ pub/ic, Tome 95, 1991 (2), p. 513. . 17. Convención europea de colaboración judicial en materia penal de 20/04/59, entrada en Vigor el 12/06/62. 

137 

••• 



••• 

Revista Penal 
La Unión Europea y su espacio judicial: los desafíos 
d�I modelo Corpus J uris 2000 y de la Fiscalía Europea 

Las competencias de los actores comunitarios clá­
sicos (Comisión, Parlamento europeo, Corte de 
Justicia) están muy limitadas. Las regulaciones 
comunitarias vinculadas a la instauración de la le­
gislación comunitaria y a su prolongación en el 
orden jurídico interno no son de aplicación aquí. 
Dentro del cuadro del tercer pilar, una serie de 
Convenciones importantes han visto la luz en ma­
teria de cooperación judicial: la Convención Euro­
poI entretanto entra en vigorl8, la Convención de 
2000 sobre la colaboración judicial en materia pe­
nal19 y la Convención de Nápoles II en materia de 
cooperacion administrativa y judicial aduanera2o. 
Éstas últimas convenciones constituyen una aper­
tura significativa en el dominio de la tutela trans­
nacional, dado que las técnicas de investigación 
proactivas o especiales han sido introducidas en 
las comisiones rogatorias, como por ejemplo, las 
intercepciones de comunicaciones, la infiltración, 
la puesta de materiales de escucha, los libramien­
tos controlados, etc. En el cuadro del tercer pilar 
de Maastricht, se ha adoptado igualmente conve­
nios que comprometen ciertos aspectos del dere­
cho penal material y del procedimiento penal den­
tro de los Estados miembros. Se trata de la 
armonizació directa en materia de ius puniendi. 
La Convención sobre el fraude21 y su primer pro­
tocolo sobre la corrupción22 constituyen buenos 
ejemplos. Lo mismo sucede con el Plan de accción 
adoptado en materia de lucha contra la criminali­
dad organizada23, que ha conducido a una evalua­
ción de los sistemas de colaboración judicial en 
los Estados miembros. Para terminar sobre el Tra­
tado de Maastricht, los primeros pasos han sido 
emprendidos con vistas a formas de cooperación 
operativas que no están vinculadas a la soberanía 
de los Estados miembros: Europol y la Red judi­
cial europea24. De todos modos, es importante re­
saltar que ninguno de los dos posee competencias 
ejecutivas de tutela. No pasan, pues, de acciones 
policial y de investigación. 

El Tratado de Amsterdam (1998) ha mantenido 
la estructura del tercer pilar, pero ha transferido 
las materias no penales (por ejemplo la inmigra­
ción y la política de visados) hacia el primer pilar. 

Es más, estas disposiciones y las del nuevo tercer 
pilar forman parte de un "espacio de libertad, se­
guridad y justicia" (ar1. 61 TCE). Igualmente, se ha 
integrado los espacios adquiridos de Schengen. 
También, la postura de los actores comunitarios 
ha sido reforzada, siguiendo con la tónica de que 
las reglas de juego van derogando las reglas comu­
nitarias. De otro lado, en varios Estados miembros 
(a saber el Reino Unido) se ha optado por una po­
sición 'out', con la posibilidad de adherirse más 
tarde (opting-in). El espacio de libertad, seguridad 
y justicia deviene en objetivo esencial de la UE: 
"mantener y desarrollar la Unión como un espacio 
de libertad, seguridad y justicia, en el que esté 
grantizada la libre circulación de personas conjun­
tamente con medidas adecuadas respecto al con­
trol de las fronteras exteriores, el asilo, la inmigra­
ción y la prevención y la lucha contra la 
delincuencia" (art. 2 TUE). La cooperación policial 
y la cooperación judicial en mateia penal se desa­
rrollan en el Título VI TVE, arts. 29-33. 

El arto 29 contiene explícitamente los objetivos: 
"ofrecer a los ciudadanos un alto grado de seguri­
dad dentro de un espacio de libertad, seguridad y 
justicia elaborando una acción en común entre los 
Estados miembros en los ámbitos de cooperación 
policial y judicial en materia penal y mediante la 
prevención y la lucha contra el racismo y la xeno­
fobia". Este objetivo habrá de lograrse mediante la 
prevención y la lucha contra la delincuencia, or­
ganizada o no, en particular el terrorismo, la trata 
de seres humanos y los delitos contra los niños, el 
tráfico ilícito de drogas y de armas, la corrupción 
y el fraude, a través de: 

- una mayor cooperación entre las fuerzas poli­
ciales, las autoridades aduaneras y otras autorida­
des competentes de los Estados miembros, ya sea 
directamente o a través de la Oficiana Europea de 
Policía (Europol), de conformidad con lo dispues­
to en los artículos 30 y 32: 

- una mayor cooperación entre las autoridades 
judiciales y otras autoridades competentes de los 
Estados miembros, de conformidad con lo dis­
puesto en las letras a) a d) del art. 31 y en el ar­
tículo 32. 

18. Acta del Consejo de 26 de julio de 1995 estableciendo acuerdos sobre la base del artículo K.3 del Tratado de la Unión Eu­

ropea, para la creación de una oficina europea de policía (Convención Europoll, JOCE 1995 C 316/1. 
19. Convención relativa a la colaboración judicial en materia penal entre los Estados miembros de la Unión Europea, JOCE C 

197, 12.07.2000. 
20. Convención de Nápoles 11, Acta del Consejo, JOCE 1998 C 24/1. 
21 . Acta del Consejo estableciendo el Primer Protocolo a la Convención relativa a la protección de los intereses financieros de 

las Comunidades Europeas, JOCE 1995, C 316. 
22. JOCE 1996 C 313/l. 
23. Plan de Acción para combatir la criminalidad organizada, High level 1997 Group, 9 de abril. 

24. Acción común de 29 junio 1988 concerniente a la creación de una Red judicial europea, JOCE 1998, l 191/4. 
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- la aproximación, cuando proceda, de las nor­
mas de los Estados miembros en materia penal, 
de conformidad con lo dispuesto en la letra e) del 
artículo 31. 

Los arts. 30 y 31 desarrollan aún más estos ob­
jetivos: "Art. 30: 1. La acción en común el ámbito 
de la cooperación policial incluirá: 

a) la cooperación operativa entre las autorida­
des competentes, incluidos los servicios de po­
licía, de aduanas y otros servicios especializados 
de los Estados miembros con funciones coerciti­
vas, en relación con la prevención, localización e 
investigación de los hechos delictivos; 

b) la recogida, almacenamiento, tratamiento, 
análisis e intercambio de información pertinente, 
en particular mediante Europol, incluida la co­
rrespondiente a informes sobre operaciones fi­
nancieras sospechosas que obren en poder de ser­
vicios con funciones coercitivas, con sujeción a las 
disposiciones correspondientes en materia de pro­
tección de datos personales: 

c) la cooperación e iniciativas conjuntas en la 
formación, el intercambio de funcionarios de en­
lace, las comisiones de servicio, el uso de equipos 
y la investigación científica policial; 

d) la evaluación común de técnicas especiales 
de investigación relacionadas con la detección de 
formas graves de delincuencia organizada. 

2. El Consejo fomentará la cooperación median­
te Europol.. ." 

"Art. 31: La acción en común sobre cooperación 
judicial en materia penal incluirá: 

a) la facilitación y aceleración de la cooperación 
entre los ministerios y las autoridades judiciales o 
equivalentes competentes de los Estados miem­
bros en relación con las causas y la ejecución de 
resoluciones; _ 

b) la facilitación de la extradición entre los Es­
tados miembros; 

c) la consecución de la compatibilidad de las 
normas aplicables en los Estados miembros, en la 
medida necesaria para mejorar dicha coopera­
ción; 

d) la prevención de conHictos de jurisdicción 
entre los Estados miembros; 

e) la adopción progresiva de medidas que esta­
blezcan normas mínimas relativas a los elementos 
constitutivos de los delitos y a las penas en los ám-

bitos de la delincuencia organizada, el terrorismo 
y el tráfico ilícito de drogas." 

Es importante subrayar que la competencia en 
materia de armonización penal directa de derecho 
penal y de procedimiento penal ha tenido un lugar 
importante en el Tratado de la UE (TUE). Lucha 
contra la criminalidad y asegurar la seguridad de 
los ciudadanos ocupa un lugar central. El terro­
rismo, la trata de seres humanos, los atentados a 
menores, el tráfico de drogas, el tráfico de armas, 
la corrupción y el fraude son explícitamente cita­
dos, pero esta lista no está limitada. Entre tanto, 
existen proposiciones relativas a la proteción del 
euro25 y la lucha penal contra la criminalidad gra­
ve en materia de medio ambiente26. En segundo 
lugar, el Tratado de Amsterdam presenta la base 
jurídica para entablar operativos de cooperación 
policial y judicial en materia penal. El punto prin­
cipal en este dominio es la elaboración de la coo­
peración en operativos, entendidos como la pues­
ta en marcha de 'actividades operativas de 
equipos conjuntos'. Los operativos transfronteri­
zos no van más allá de esto, como prevé el arto 32 
TUE: "El Consejo establecerá las condiciones y lí­
mites con arreglo a los cuales las autoridades 
competentes referidas en los artículos 30 y 31 
podrán actuar en el territorio de otro Estado 
miembro en colaboración con las autoridades de 
dicho Estado y de acuerdo con las mismas». Las 
negociaciones sobre la materia están en curso y 
ellas confirman las sensibilidades nacionales. 

El Tratado de Amsterdam constituye un impor­
tante paso adelante en la construcción de un es­
pacio de libertad, seguridad y justicia, pero no 
puede ser concebido como un espacio judicial 
común europeo. El concepto admitido por el Tra­
tado de Amsterdam27 no deroga, desde el punto de 
vista de los puntos de partida de base, el concepto 
clásico de cooperación de Estado a Estado, fun­
dado sobre los Estados nacionales, dotados de un 
territorio nacional, que están a la búsqueda de fór­
mulas utilizables en materia de cooperación entre 
las autoridades policiales y las autoridades judi­
ciales28. Los Estados miembros continúan salva­
guardando su soberanía nacional y el territorio 
nacional como punto de partida de su tutela pe­
nal, incluso cuando se trata de asuntos transna­
cionales dentro de la UE. 

25. Decisión-marco del Consejo de 29 mayo 2000 en vistas a reforzar las sanciones penales y otras medidas de protección fren­

te a la falsificación de monedas a los efectos de poner en circulación el euro JOCE L 140 de 14.06.2000. 
26. Inciativa del Reino de Dinamarca en vista de adoptar una decisión-marco del Consejo, en el ámbito de la lucha contra las 

infracciones graves en contra del medio ambiente,. J
OCE C 039. de 11 :02:�0?0. . . . , . .  

27. Cf. También el Plan de Acción 11 espacio de libertad, segundad y lustlcla , Conselo Y Comlslon, 3 diCiembre 1998, J OCE C 0.19. 

28. Cf. la contribución de A. Klip en J.A.E. VERVAELE (ED.), Transnational Enforcement of the financial interests of the European Un/on. 

Deve/opments in the Treaty of Amsterdam and the Corpus Juris, Intersentia, Antwerpen/Groningen/Oxford, 1999, 240 p. 
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vista Penal 
La Unión Europea y su espacio judicial: los desafíos 
del modelo Corpus J uris 2000 y de la Fiscalía Europea 

Cuando en la cumbre de jefes de Estado (Con­
sejo de Europa) de los Estados miembros de Tam­
pere (Finlandia) en 1999, se defendió entre otras 
conclusiones el reconocimiento mutuo de decisio­
nes penales, se entiende de decisiones dentro de la 
fase preliminar y a favor de la circulación de prue­
bas. La significación que esta terminología, resul­
tado del mercado económico interno, pueda tener 
para el campo de la justicia penal no está a pri­
mera vista clara. Está claro, de todos modos, que 
la Comisión y el Consejo se han encargado de eje­
cutar estas conclusiones, lo que ha conducido a 
una puesta en marcha de un "Scoreboard" y de 
una multitud de iniciativas cercanas de la Comi­
sión y del Consej029. La Comisión se encuentra en 
búsqueda de fórmulas para ejecutar las sanciones 
(penas de prisión, multa comiso) dentro del espa­
cio europeo, teniendo en cuenta el principio non 
bis in idem. También, retoma los puntos de políti­
ca vinculados a los mandatos de detención y ex­
tradición. 

Para terminar, debe subrayarse que, en la últi­
ma cumbre de jefes de gobierno, en Niza, en di­
ciembre de 2000, se ha tomado un acuerdo sobre 
el nuevo Tratado de Niza, que deberá entrar en vi­
gor en el año 2002. El Tratado de Niza no presen­
ta novedades espectaculares en lo que concierne a 
nuestra temática. Solamente, importa poner de 
relieve que el Tratado retoma otro Europol, igual­
mente Eurojust en los arts. 29 y 31 del TUE. Eu­
rojust30 tiene como objetivo el hacer más eficaz la 
cooperación judicial, sin cambiar las reglas de te­
rritorialidad o de competencia. Se trata de una 
coordinación entre las fiscalías nacionales, en es­
pecial en materia de criminalidad organizada. Eu­
rojust tendría la competencia de instalar equipos 
de investigación comunes, equipos con agentes ju­
diciales de diferentes Estados Miembros y con ca­
pacidad de operar en sus territorios, pero siempre 
en el marco de los tratados existientes. Desde mar­
zo de 2001 funciona una Unidad Provisional de 
Eurojust. Delegados de las Fiscalías Nacionales se 
reúnen en Bruselas en el marco del Consejo de Mi­
nistros para coordinar investigaciones penales y 
comisiones rogatorias internacionales. 

En resumen, se puede decir que, bajo los Trata­
dos de Maastricht y Amsterdam, en lo que com­
prende la integración de Schengen en el sentido 
de la estructura de la Unión, se han dado impor­
tantes pasos en vista de la operatividad de la coo­
peración policial y judicial en materia penal y la 
elaboración de una armonización mínima en el 

dominio del derecho penal y del proceso penal de 
los Estados miembros. De todos modos, no se tra­
ta todavía de un espacio judicial europeo y de una 
integración en materia de justicia penal. Las com­
petencias de policía, de ministerio público y de tri­
bunales están determinadas a nivel nacional y 
están, en principio, limitadas al territorio nacio­
nal. 

Corpus Juris: Integración europea, Terri­
torialidad europea y Justicia penal 

Contexto Político. 
El proyecto de Corpus Juris no está separado 

de la evolución que se ha esbozado. Esencial­
mente el Parlamento europeo, pero también la 
Comisión europea, no han podido esconder su 
decepción frente a la estructura en pilares, dota­
da de reglas divergentes y, especialmente, frente 
a los resultados del tercer pilar. Ambas institu­
ciones habrían preferido desarrollar la política 
comunitaria en materia de justicia, aplicando las 
reglas comunitarias vinculadas a la agenda co­
munitaria. Durante mucho tiempo los Estados 
miembros han planteado resistencia para avan­
zar en este aspecto, dado que no habría necesi­
dad de armonizar, porque sería no reconocer la 
presencia de la soberanía nacional, por lo cual, 
las reglas de cooperación serían suficientes. Para 
ellos sería suficiente con aplicar éstas real y efec­
tivamente. Tanto el Parlamento europeo como la 
Comisión europea han comabatido siempre este 
punto y han adoptado la posición según la cual 
los intereses financieros de la CE (lucha contra el 
fraude al interior de la CE: subvenciones, dere­
chos de aduanas IVA) estarían insuficientemente 
protegidos por los Estados miembros a nivel pe­
nal, en razón de: 

• Incriminaciones ausentes o insuficientes. 
• Diferencias en cuanto a la competencia extra­

territorial. 
• Diferencias en cuanto al proceso (competen­

cias y pruebas). 
• Lagunas en materia de reglamentación y de 

funcionamiento de la cooperación. 
• Diferencias en cuanto a las posibilidades de 

sanción y a la medida de la pena. 
• Lagunas en cuanto a la ejecución transnacio­

nal de sanciones. 
En la investigación del Parlamento europeo so­

bre el fraude aduanero vinculado a] tránsito, salió 

29. http://ue.eu.int/jai/releves/index.htm 
30. Comunicación de le Comisión Europea sobre el establecimiento de Eurojust, COM(2000), 746 final; Iniciativa de Portugal, 

Francia, Suecia y Bélgica, JOCE C 243, 24/08/2000; Iniciativa de Alemania, JOCE C 206, 19/07/2000. 
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a la luz que, efectivamente, existían lagunas ma­
teriales y procedimentales en el seno de la UE, la­
gunas que necesitarían de medidas complemen­
tarias31. En razón de la difícil puesta en marcha 
del cuadro del tercer pilar, y de la lentitud y dé­
bil propensión de los Estados miembros de rati­
ficar los convenios adoptados en el cuadro del 
tercer pilar, el Parlamento europeo solicitó a la 
Comisión europea efectuar un estudio sobre las 
posibilidades de armonización del derecho penal 
y el procedimiento penal, en vistas de una eficaz 
protección de los intereses de la CE. Este estudio 
científico de expertos ha sido realizado bajo la 
dirección de la Profesora M. Delmas-Marty entre 
1995-1996 y llevó a la publicación del Corpus Ju­
ris en 199732. El Corpus Juris 1997 puede ser 
considerado como un 'Livre Ved, un proyecto 
con vista a una justicia penal europea en el sen­
tido de la DE. No tiene como objetivo la preten­
sión de ser un proyecto de derecho penal euro­
peo o de procedimiento penal europeo, y 
tampoco puede ser leído como tal, incluso cuan­
do la materia se refiere a ámbitos especializados 
como el fraude a la CE es el siguiente: El Corpus 
Juris: 1) incriminaciones (derecho penal espe­
cial); 2) Derecho penal general, 3) Procedimien­
to, en lo concerniente al ministerio público euro­
peo y al juez de libertades, y 4) Garantías del 
procedimiento y derechos humanos. No es sor­
prendente, pues, que el Corpus Juris haya sido 
objeto de debates importantes no solamente en el 
mundo académic033, sino también en el mundo 
político y en el terreno operaciona134. La mayoría 
de Ministros de Justicia en el seno de la UE han 
permanecido en la tendencia de hacer saber a su 
parlamento nacional que las proposiciones del 
Corpus Juris serían irrealizables, porque éstas no 
pueden ser conciliadas con los principios funda­
mentales de orden nacional del derecho constitu­
cional, de derecho penal y del procedimiento pe­
nal. De otro lado, el aumento de la cooperación 
entre los Estados miembros sería suficiente para 
luchar efectivamente contra el fraude a la CE. Un 

buen número de mllllstros de justicia (entre 
otros Mme. Guigou en Francia) serían partida­
rios de avances más radicales, pero esto no es 
sostenido por su primer ministro y/o su ministro 
del interior... 

. 

Con el fin de examinar si es cierta la crítica 
según la cual el Corpus Juris sería incompatible 
con el derecho nacional, el Parlamento europeo 
y la Comisión europea demandaron un estudio a 
un grupo de expertos ad hoc, bajo la dirección 
de la Prof. M. Delmas-Marty y del ProL J.A.E. 
Vervaele. Éstos se encargaron de examinar las 
compatibilidades entre las disposiciones del 
Corpus Juris y las reglas nacionales de los Esta­
dos miembros. Al mismo tiempo, se efectuó un 
estudio sobre los puntos problemáticos específi­
cos de la cooperación horizontal y vertical (con 
la Comisión europea), tanto en el ámbito de la 
cooperación administrativa, como en el ámbito 
de la colaboración judicial. Este estudio ha su­
ministrado una cantidad importante de infor­
mación en materia de derecho comparado. Exis­
ten, efectivamente, puntos de fricción entre el 
derecho nacional y el Corpus Juris, pero éstos no 
tienen la dimensión presentada por los respon­
sables políticos. Los puntos difíciles no se sitúan 
tanto dentro de las disposiciones de armoniza­
ción material, sino más bien dentro de las dis­
posiciones vinculadas al ministerio público na­
cional, las garantías de un buen número de 
puntos son nuevas y exigen incontestablemente 
adaptaciones del derecho nacional. Sobre otros 
puntos, se ha buscado la mejor síntesis entre las 
diferentes tradiciones de los Estados miembros. 
Igualmente, el estudio ha conducido al perfec­
cionamiento técnico del propio texto del Corpus 
Juris y a la selección de un buen número de polí­
ticas que deben ser modificadas para la realiza­
ción del Corpus Juris en los Estados miembros. 
Por esta razón, se ha decidido por parte del gru­
po de expertos mejorar el texto del Corpus Juris 
de 1997. Esto ha conducido a una nueva versión, 
la segunda versión del Corpus Juris: el Corpus 

31. PARLAMENTO EUROPEO, Comité de Investigación del sistema de circulación comunitaria, Relator E.Kelett-Bowman, Informe Final 

y Recomendaciones: PE 220.895/finm 1997. Esta investigación co�firma los re.s�ltados de los �studi�s comparativos efectuados 

en materia de protección administrativa y penal, anteriormente reahados a soliCitud del Conselo y elecutados por grupos de ex-

pertos bajo la responsabilidad de la Comisión Europea. . . . . . . . . . 
32. Corpus Juris, Economica, Paris, 1997. BACIGAlUPO, HaCIa un espacIo ,udlclal europeo. Corpus JurlS de dIspOSIcIones penales 

para la protección de los intereses financieros de la Unión Europea, Madri?, ed. �olex, 1 �98 .
. 

, . . , 
33. El texto está disponible en todas las lenguas oficiales de la UE y ha Sido obleto de dlscuslon en los congresos y revistas clent� 

ficas. 
34 Vid los debates dentro del cuadro del follow up del Appel de Ginebra, un este appel proveniente de los representantes del 

minist
'
erio �úblico y de los jueces de instrucción y dirigido a los representantes políticos, se les demandó a éstos hacer de la co� 

peración judicial en materia penal un instrumento eficaz. 
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La Unión Europea y su espacio judicial: los desafíos 
del modelo Corpus Juris 2000 y de la Fiscalía Europea 

Juris 200035, publicado por ahora en versión in­
glesa y francesa (Corpus Juris vol. 1)36, con una 
relación de síntesis v cuadros sobre derecho com­
parado. Las propue�tas de los relatores nacionales 
son igualmente publicadas en inglés y francés 
(Corpus Juris vals. II y III). Noviembre de 2001 
verá la publicación del Corpus Juris vol. IV, en el 
que se presentan contribuciones específicas en 
materia de cooperación horizontal y vertical, el 
tratamiento de la colaboración judicial, la coope­
ración administrativa, el secreto de la instrucción, 
el secreto bancario, el recurso en materia de cola­
boración, etc. 

En el curso de los estudios de seguimiento del 
Corpus Juris, la dirección de la Comisión europea, 
bajo la presidencia de Santer, fue forzada a dimitir 
colectivamente, debido a la corrupción interna y a 
los escándalos de fraudes37. Ello ha conducido a 
una semiautonomía de la Oficina antifraude de la 
Comunidad Europea (OLAF). El Comité de Sabios, 
encargado de investigar los asuntos que desenca­
denaron la dimisión, en el segundo informe, de­
fendieron la introducción del ministerio público 
europeo, al menos para los temas concernientes a 
la lucha contra el fraude y la corrupción interna en 
el seno de las instituciones europeas. El control ju­
dicial sobre la OLAF estaría también regulado. 

El Parlamento europeo acogió plenamente las 
propuestas del Comité de Sabios y los resultados 
obtenidos por el Corpus Juris, por lo que de­
mandó a la Comisión elaborar proposiciones en­
caminadas a la implementación de dichas conclu­
siones. En el año 2000, la Comisión europea 
introdujo, durante la Conferencia interguberna­
mental (CIG de Niza) una proposición38, con el fin 
de introducir en el Tratado CE un art. 280bis, que 
prevea la institución del Ministerio Público Euro­
peo para perseguir el fraude CE: IiArt. 280 bis: 

1. Con el fin de contribuir a la realización de los 
objetivos del apartado 1 del artículo 280 el Conse­
jo, pronunciándose a propuesta de la Comisión 
por mayoría cualificada y previo dictamen favora­
ble del Parlamento Europeo, nombrará por un 
período de seis años no renovable a un Fiscal Eu­
ropeo. El Fiscal Europeo tendrá como misión in­
vestigar, acusar y enviar a juicio a los autores o 
cómplices de infracciones que afecten a los inte-

reses financieros de la Comunidad y ejercer ante 
los órganos jurisdiccionales competentes de los 
Estados miembros la acción pública relativa a es­
tas infracciones en el marco de las normas previs­
tas en el apartado 3. 

2. El Fiscal Europeo será elegido entre persona­
lidades que ofrezcan todas las garantías de inde­
pendencia y que reúnan las condiciones requeri­
das para el ejercicio en sus países respectivos de 
las más altas funciones judiciales. En el cumpli­
miento de su tarea no solicitará ni aceptará nin­
guna instrucción. En caso de que ya no cumpliera 
las condiciones necesarias para el ejercicio de sus 
funciones o si hubiera cometido una falta grave 
podrá ser destituido por el Tribunal de Justicia, a 
petición del Parlamento, el Consejo o la Comisión. 
Con arreglo al procedimiento establecido en el ar­
tículo 251, el Consejo establecerá el estatuto del 
Fiscal Europeo. 

3. El Consejo, con arreglo al procedimiento con­
templado en el artículo 251, fijará las condiciones 
del ejercicio de las funciones de Fiscal Europeo 
adoptando: 

(a) un Reglamento que establezca los elementos 
constitutivos de las infracciones penales relativas 
al fraude y a cualquier otra actividad ilegal que 
afecte a los intereses financieros de la Comunidad 
así como las penas aplicadas a cada una de ellas; 

(b) las normas de procedimiento aplicables a las 
actividades del Fiscal Europeo y las normas por 
las que se controlará la admisibilidad de las prue­
bas; 

(c) las normas aplicables al control jurisdiccio­
nal de los actos de procedimiento adoptados por 
el Fiscal Europeo en el ejercicio de sus funciones. 

Los jefes de gobierno mostraron en Niza una 
gran divergencia de opinión en relación con insti­
tuciones fundamentales, demostrando su incapa­
cidad para tomar decisiones en este aspecto. No es 
sorprendente, pues, que esta proposición no haya 
sido aceptada y que la modificación se haya limi­
tado a la aceptación del Eurojust (Vid. supra). En 
todo caso, la creación del Ministerio Público Eu­
ropeo para luchar contra el fraude a la CE perma­
necerá en la agenda política y se verificará si la 
operatividad de la OLAF, de la Europol y de la Eu­
rojust será o no la base de esta creación. 

35. El texto de los 35 artículos está igualmente disponible en http://www.law.uu.nl/wiarda/corpus/index1.htm; Para el in-

forme de síntesis vid. la publicación. . 

36. M. DElMA5- MARTY El" J.A.E. VERVAElE (RED.), La mise en oeubre du Corpus Juris dans les Etats membres. Dispositions pénales pour 

la protection des Finances de l'Europe. Vol 1-11-111, 2000 Intersentia, Antwerp - Groningen - Oxford, 2000-2001. Existe también ver-

sión en inglés. 
. . . , . I 

37. J.A.E. VERVAElE, 11 ¿Hacia una agencia europea independiente para luchar contra el fraude y la corrupclon en la Unlon Euro-

pea?", Revista del Poder Judicial, Madrid, 1999, 11-34. 
38. Com (2000) 608 final. 
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Las proposiciones del Corpus Juris 2000 

El Corpus Juris está organizado a partir de seis 
principios directrices y contiene dos partes, una 
de derecho penal y otra sobre el proceso penal. 

En lo que al derecho penal se refiere, el Corpus 
Juris prevé ocho incriminaciones, de la cuales 
cuatro pueden ser cometidas por cualquiera: frau­
de a los intereses financieros de las Comunidades 
europeas y delitos similares, fraude en concursos 
y subastas públicas, blanqueo y encubrimiento, 
asociación de malhechores y cuatro delitos que 
sólo pueden ser cometidos por funcionarios na­
cionales y/o comunitarios: corrupción, malversa­
ción, abuso de funciones y revelación de secretos 
del cargo. 

En efecto, el art. 1 regula el fraude a los intere­
ses financieros y el arto 2 el fraude en concursos y 
subastas públicas. Éstos constituyen los artículos 
de base (Upredicate offence") ; las otras incrimina­
ciones se vinculan a éstas (Upredicate offence"). El 
principio de legalidad implica la Jex certa, la 
prohibición de interpretación analógica y la retro­
actividad in pejus. 

La idea subyacente de este Corpus Juris de ocho 
incriminaciones es la de realizar una armoniza­
ción total del derecho penal especial en materia de 
fraudes comunitarios y corrupción. Esta parte no 
es demasiado revolucionaria porque, en el seno 
del tercer pilar, buen número de convenciones 
obligan ya a los Estados miembros a adaptar su 
legislación penal en materia de fraude y de co­
rrupción. El problema es que los Estados miem­
bros tardan en ratificar las convenciones y en 
adaptar su legislación nacional. 

Los artículos 9 a 13 contienen algunas disposi­
ciones en materia de derecho penal general. Se 
trata de una armonización mínima sobre el ele­
mento subjetivo, el error, la responsabilidad penal 
(individual, de los directivos de la persona jurídi­
ca) y la tentativa. Tanto el dolo como la culpa 
(imprudencia grave o negligencia grave) son con­
siderados elementos subjetivos. Este punto se re­
fleja también en la responsabilidad de los directi­
vos o de todas las personas que ejerzan poderes de 
decisión, o poderes de control importantes en el 
seno de una empresa. El hecho de haber faltado a 
su obligación de vigilancia o de control revela la 
responsabilidad penal. Un tema importantes es, 
evidentementemente, que el Corpus Juris impone 
la responsabilidad de las asociaciones de personas 

Y.que ésta puede ser acumulada con la responsa­
bIlIdad penal de las personas físicas. La responsa­
bilidad no se cimenta, en este caso, en la culpabi­
lidad personal. Habrá que probar también el 
elemento subjetivo (dolo/culpa) de un órgano o de 
un representante de la asociación o de toda otra 
persona que actúa en su nombre o que tenga po­
der de decisión, de derecho o de hecho. 

Los artículos 14 a 17 regulan las penas principa­
les y accesorias, la medida de la pena, las circuns­
tancias agravantes y atenuantes y las reglas de los 
concursos ideal y real. En cuanto a las penas prin­
cipales y accesorias, el Corpus Juris prescribe pe­
nas máximas elevadas, pero debe subrayarse que 
se aplica el principio de proporciona- lidad, según 
el cual las penas deben ser proporcionales, de una 
parte, a la gravedad de la infracción, de otra, a la 
culpabilidad del autor y a las circunstancias con­
cretas de su persona. Es importante resaltar la po­
sibilidad del comiso de los productos y de las ga­
nancias del delito, incluso cuando el elemento 
subjetivo no está probado (la prueba del elemento 
objetivo es suficiente)39. 

Hay que subrayar que también en la parte rela­
tiva al derecho penal general, contrariamente a la 
parte relativa al derecho penal especial, contiene 
una armonización mínima. El art. 35 del Corpus 
Juris prevé que los artículos 9 a 17 sean comple­
tados por el derecho nacional, si es necesario. 
Además, para los artículos 9 a 16 (por consiguien­
te no para los concursos), sólo aplican las disposi­
ciones de la ley favorable al acusado (lex mitior). 

La parte más revolucionaria es incontestable­
mente la parte relativa al procedimiento penal. Se 
ha acogido tres principios directrices: el principio 
de territorialidad europea, el principio de la ga­
rantía jurisdiccional y el principio de contradic­
ción en el proceso. En materia de procedimiento 
penal, debido a las diferencias sustanciales en el 
seno de la Unión -a saber las diferencias entre la 
tradición del 'common law' y la tradición conti­
nental-, se busca lograr una simbiosis entre las 
tradiciones jurídicas. Se busca, además, un mode­
lo utilizable, vinculado en lo posible a los sistemas 
de justicia penal de los Estados miembros. No hay 
nada más fácil que esbozar una administración de 
justicia enteramente supranacional, dotada de 
una policía europea, un ministerio público euro­
peo, un juez penal europeo, y una prisión europea. 
Una decisión en este sentido no se ha tomado aún. 
La estructura procedimental del Corpus Juris está 

39 J.A.E. VERVAELE "EI embargo y la confiscación como consecuencia de los hechos punibles en el derecho de los Estados Un� 
dos",

' 
Actualidad Pe�al, 1999, 291-315. J.A.E. VERVAELE, "11 sequestro e la confisca in seguito a fatti punibili nel!' ordinamento degh 

Stati Uniti d' America", Rivista /taliana di diritto e procedura penale, 1998, 95.4-974. 
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en gran parte ligada a autoridades penales nacio­
nales. 

Uno de los grandes problemas actuales es la 
parcelación y ausencia de coordinación operacio­
nal en los asuntos internacionales. Por eso se ha 
optado por la instauración de una autoridad de 
persecusión central, el Ministerio Público Euro­
peo (MPE), lo cual no significa que el rol del Mi­
nisterio Público nacional sea anulada, sino todo lo 
contrario. El MP E está compuesto de un Procura­
dor general europeo (PGE) y de Procuradores eu­
ropeos delgados (PED) dentro de los Estados 
miembros (art. 18). Los poderes delegados de los 
P ED pueden ser objeto a su vez de una subdelega­
ción parcial limitada ratione materiae y ratione 
temporis, a una autoridad nacional. teniendo las 
facultades de los oficiales de policía judicial o de 
policía administrativa [art. 20 (4)]. El MPE com­
prende, pues, toda la estructura de actores del sis­
tema penal. El PGE no es más que una autoridad 
central. que encabeza a todos. 

El MPE debe ser informado de todos los hechos 
que podrían constituir alguna de las incriminacio­
nes definidas en los arts. 1 o 8, tanto por las auto­
ridades nacionales (policía, administradores 
nacionales como Hacienda o Aduanas, procu­
radores, jueces de instrucción), como por la 
OLAF. El dossier debe ser transferido a este MPE 
(art. 19). Éste puede, igualmente, ser informado 
por denuncia de cualquier ciudadano o por la Co­
misión. Las autoridades nacionales están obliga­
das a someterse a la autoridad europea, a más tar­
dar en el momento de la existencia de indicios 
graves y verosímiles de culpabilidad de una perso­
na o del empleo de medidas cautelares, tales como 
la detención, pesquisas y la autorización para po­
ner escuchas telefónicas. El MP E no es solamente 
una autoridad reactiva, puede también actuar de 
oficio (proactiva). 

El MPE puede entonces (art. 19): 
- Abrir una investigación y perseguir (el princi­

pio de legalidad en la persecución se aplica) ; 
- Diferir a las autoridades nacionales las inves­

tigaciones de las infracciones leves o de las que 
afecta principalmente a intereses nacionales ; 

- Resolver si el acusado ha reconocido su culpa­
bilidad, ha reparado el daño y restituido los fon­
dos irregularmente percibidos; 

- Acordar la autorización de transacción a la au­
toridad nacional. según los criterios establecidos 
en el Corpus Juris [(art. 22 (4)(b)] ; el acuerdo de 
transacción será sometido en todo caso al juez de 
libertades. 

En todo caso, las investigaciones relativas a las 
infracciones de los arts. 1-8 están regidas por los 
mismos principios, poco importa quién es el en-
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cargado de las investigaciones (el PG E o el PED). 
Por las necesidades de la investigación, de la per­
secusión y la ejecución, el conjunto de territorios 
de los Estados miembros de la Unión constituye 
un espacio judicial único (terri torio europeo -art. 
18-). Esto tiene como consecuencia que los inte­
rrogatorios de los acusados, la recolección de 
pruebas, las pesquisas, las citaciones, las escu­
chas, las comparecencias de los testigos, las de­
tenciones o notificaciones sometidas al control ju­
dicial. pueden ser ejercidas por el PGE o por el 
PED por todo el territorio europeo. El PGE, la fis­
calía de Paris (en tanto que P ED) no tienen más 
necesidad que realizar una comisión rogatoria pa­
ra investigar las oficinas de una sucursal de un 
banco francés en Marbella en España. Los proce­
dimientos de colaboración judicial son sustituidos 
por una competencia europea de la fiscalía. Para 
evitar que este poder real de la fiscalía (sea en la 
forma del PGE o del P ED) sea un peligro real pa­
ra las libertades en Europa, el Corpus Juris prevé 
sobre la base de los principios de garantías juris­
diccionales, que durante la fase preparatoria éstas 
sean ejercidas por un juez independiente e impar­
cial. es decir, por el "juez de libertades" designado 
por cada Estado miembro en el seno de la juris­
dicción nacional (art. 25 bis). Este juez de liberta­
des, que puede incluso ser un juez de instrucción, 
pero también un magistrado encargado de esta 
función, debe previamente autorizar todas las me­
didas restrictivas de derechos y libertades. Enton­
ces, en el caso puesto de ejemplo, el PGE o la fis­
calía de París (en tanto que PED) necesitaría una 
autorización previa del juez de libertades español 
para efectuar las pesquisas en Marbella. En caso 
de urgencia, se admite un control a posteriori en 
el transcurso de 24 horas. El juez de libertades 
puede también atribuir un mandato de detención 
europeo, ejecutable por todo el territorio de la U E. 
Las personas así detenidas pueden ser llevadas al 
territorio del Estado miembro requirente o donde 
su presencia sea necesaria. El juez de libertades 
establece también el control de la detención pro­
visional. 

Cuando el MPE estime que las investigaciones 
están concluidas, decide si se resuelve que no ha 
lugar la denuncia, o reenvía el asunto al juez (art. 
2 1). El MPE vela porque nadie pueda ser perse­
guido o condenado penal mente dentro de los Es­
tados miembros en razón de una infracción pre­
vista en los arts. 1-8, por las cuales haya sido ya 
absuelto o condenado por un juzgamiento defini­
tivo, dentro de uno de los Estados miembros de la 
U E  Ene bis in idem europeo, art. 23 (l)(b)]. Si de­
cide renviar el asunto, debe someter esta decisión 
al juez de libertades, quien cede la jurisdicción na-
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cional de reenvío. En efecto, todas las infracciones 
previstas en e! Corpus Juris son, en aplicación del 
principio de garantía jurisdiccional, juzgadas por 
las jurisdicciones nacionales, independientes e 
imparciales. Es evidedente que los asuntos trans­
nacionales pueden ser juzgados en varias jurisdic­
ciones. El art. 26 establece los criterios para selec­
cionar la competencia de jurisdicción. Para evitar 
que la decisión de competencia jurisdiccional 
pueda afectar derechos del acusado (forum shop­
ping) , el MP E puede tomar dicha decisión. 

En el seno del comité de expertos se debatió la 
posibilidad de someter la decisión de reenvío, no 
a un juez de libertades, sino a una cámara preli­
minar europea, similar a la cámara creada para el 
tribunal internacional ad hoc para la ex-Yugosla­
via y cercana al futuro Tribunal Penal Internacio­
nal (TPI). Esta fórmula presenta la ventaja de evi­
tar el eventual forum shopping de parte del MPE, 
pero presenta el inconveniente de introducir una 
segunda instancia europea. Esta solución es pre­
ferible desde el punto de vista jurídico, pero no ha 
sido acogida por motivos de viabilidad política de! 
proyecto. 

La fase de juzgamiento está regida por el princi­
pio del proceso contradictorio: igualdad de las 
partes y reconocimiento de los derechos de defen­
sa. Los arts. 26-34 contienen las disposiciones res­
pectivas. En cfecto, las reglas son una codificación 
de la jurisprudencia de la Corte Europea de Dere­
chos Humanos en la materia y también una sim­
biosis entre el procedimiento de Inglaterra y del 
viejo continente. Se admiten pruebas escritas ob­
tenidas durante la fase preparatoria, pero a condi­
ción de que durante el interrogatorio el acusado 
sea asistido por un abogado. De otro lado, el art. 
29 define los derechos del acusado y el momento 
a partir del cual estos derechos entran en juego. 

La prohibición de auto-incriminación no se 
aplica a los documentos que el acusado ha estado 
obligado de presentar durante la investigación 
preliminar administrativa o durante la investiga­
ción penal (sean obligaciones comunitarias o na­
cionales). Está prevista la exclusión de pruebas 
por violación de los derechos humanos. De todos 
modos, estas pruebas no son eliminadas, para el 
caso en que su admisión no atente contra los prin­
cipios de un proceso equitativo (Schutznorm). 

El Corpus Juris prevé en e! art. 27, el principio 
de doble instancia judicial (un recurso de fondo) y 
algunos recursos específicos similares a los de la 
Corte de Justicia (art. 28). 

Cuando el juzgamiento de condena deviene de­
finitivo, debe hacerse conocer inmediatamente al 
MPE y a las autoridades de los Estados miembros 
designados como lugar de ejecución de la conde-

n
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,
' Para algunas penas como el comiso, la priva­Clon de derechos o la publicación de la sentencia 

la ejecución de la sentencia se puede efectuar e� 
uno o varios Estados miembros. Se reconoce au­
tomáticamente los juzgamientos en materia pe­
nal. El MP E autoriza, si ha lugar, la transferencia 
de la persona condenada a una pena privativa de 
libertad, cuando solicita ser encarcelada en otro 
Estado miembro al designado por el juez que de­
cidió la condena [art. 23(1 ) (a)]. 

Todas estas reglas de procedimiento (fase preli­
minar, fase de juzgamiento y fase de ejecución) 
podrán ser completadas por el derecho nacional, 
cuando las circunstancias lo requieran. 

El Espacio ' Judicial Europeo y la Fiscalía 
Europea 

El Corpus Juris contiene un modelo, no de un 
ministerio público centralista, supranacional 
(Procura Europea), sino más bien de un ministe­
rio público de derecho penal europeo, teniendo 
como punto de partida un espacio judicial euro­
peo, tanto por los actores encargados de la inves­
tigación y persecución, como por los que ejercen 
la defensa. El modelo planteado, a mi parecer, 
constituye un buen equilibrio de las necesidades 
de preservar las libertades; una armonía entre la 
función espada y la función escudo en el derecho 
penal de Europa. El modelo reposa en gran parte 
sobre los actores y los sistemas existentes de la ad­
ministración de justicia en el seno de los Estados 
miembros. En la práctica, el MPE tiene la posibi­
lidad de derivar numerosos asuntos a las autori­
dades nacionales (PED y sus similares a nivel na­
cional). Por otro lado, se ha introducido en el 
sistema, a pesar del principio de legalidad en la 
persecución, suficientes filtros de selección: la cla­
sificación inmediata por parte del MP E y la tran­
sacción a nivel nacional. De todos modos, se debe 
preguntar si no hubiera sido razonable conferir a 
los ministerios públicos nacionales un margen pa­
ra el archivo inmediato, de acuerdo al principio de 
legalidad en la persecución, bajo la responsabili­
dad y el control del MPE. El modelo ofrece la ba­
se de una política criminal fundada en la institu­
ción del MPE y con una visión del mismo. Se 
permite, de otro lado, elaborar directivas de de­
nuncia (al MPE), así como directivas de transac­
ción, archivo y persecución. Sobre la base de una 
buena política criminal y de acciones precisas de 
parte del MPE, se puede intentar hacer examinar 
los asuntos importantes transnacionales por parte 
de los jueces penales. El modelo presenta también 
la ventaja de convocar a los órganos administrati-
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vos nacionales y comunitarios en el seno de la ad­
ministración de justicia. Estas adaptaciones son, a 
mi entender, todavía necesarias para precisar el 
lugar de la Europol en el seno de la estructura. 

Es posible ejecutar progresivamente reformas al 
Corpus Juris. Una posibilidad consistiría en eva­
luar el sistema sobre la base de los asuntos pena­
les relativos al fTaude y a la corrupción cometidos 
por los funcionarios de la U E. Sea como sea, se 
debe decidir un lugar explícito del MP E en el Tra­
tado. Me parece ideal retomar dentro del espacio 
de libertad, seguridad y justicia, disposiciones re­
lativas al espacio judicial europeo, el MPE y los 
jueces de libertades (o una cámara preliminar eu­
ropea). Determinar si estos temas deben ser inser­
tados en el primer o el tercer pilar constituye un 
problema espinoso y sensible4o. De todos modos, 
es importante que el MPE revista una combativi­
dad y sea completamente independiente de los 
ejecutivos europeos y nacionales, de manera que 
tenga el poder de hacer valer su rol de magistrado 
sobre el plan europeo y en concordancia con la 
tradición de las libertades públicas en Europa. 
Los contornos del Eurojust (cfr. supra) no pue­
den, en todo caso, referirse ni a una organización 
operacional, ni a una organización necesariamen­
te independiente. 

Frente al resultado negativo de la Conferencia 
Intergubernemantal de Niza y la instalación de 
Eurojust, la Comisión europea y el Parlamento eu­
ropeo, sin embargo, no se han rendido todavía. En 
primer lugar se ve una actividad legislativa intere­
sante para llegar a un derecho penal comunitario. 
Ejemplos son las propuestas de directivas para 
combatir el fraude comunitario y serias violacio­
nes medioambientales41. Ambas proposiciones de 
directivas contienen normas que constiuyen una 
armonización directa en materia penal. El objeti­
vo es de imponer a los Estados miembros una ar­
monización en materia de tipos penales: la defini­
ción de la conducta (elemento material, elemento 
moral) y la definición de la sanción penal. Las 
propuestas de directivas son actualmente objeto 
de la procedura de ca-decisión entre Consejo y 
Parlamento europeo. A la iniciativa de los Estados 
miembros el Servicio Jurídico del Consejo de Mi­
nistros ha elaborado una opinión jurídica42 sobre 
la competencia en el primer pilar (derecho comu­
nitario) para armonizar en materia penal. El Ser­
vicio Jurídico del Consejo de Ministros es de la 
opinión que haya competencia en el derecho co-

munitario para armonizar en el ámbito penal, a 
condición de que sea estrictamente necesario pa­
ra los objetivos de la política comunitaria (merca­
do interno, unión aduanera, cuatro libertades, 
políticas comunes, ... ) y que no sea una armoniza­
ción en materia penal que conlleve la "aplicación 
nacional del derecho penal nacional" o la "admi­
nistración de justicia", conceptos utilizados en los 
artículos 135 y 280 del Tratado CE. El Servico 
Jurídico del Consejo de Ministros interpreta estos 
términos como incluyendo los aspectos de proce­
dimiento penal, la organización jurisdicccional, la 
discreción en la aplicación penal, como la aplica­
ción de las penas o el uso del principio de oportu­
nidad. El hecho de que el Servicio Jurídico del 
Consejo de Ministros, normalmente bastante en 
favor de una política intergubernamental, tenga 
compentencia para un cierto derecho penal co­
munitario es de gran interés, aunque su opinión 
no es vinculante. De hecho, en el caso de que el 
Consejo apruebe instrumentos similares (decisio­
nes-marcos del tercer pilar) con el mismo conte­
nido, la Comisión europea y el Parlamento euro­
peo pueden someter dichos instrumentos al 
control de la Corte de Justicia por no haber respe­
tado las competencias comunitarias (art. 146 Tra­
tado CE). Sería útil "provocar" una decisión de la 
Corte de Justicia al respecto, para ofTecer seguri­
dad jurídica y para definir claramente quién y có­
mo se tiene que elaborar una tutela penal de inte­
reses fundamentales de la política comunitaria, 
como en materia bursátil (información priveligia­
da y abuso de mercados), materia bancaria (blan­
queo de capitales), materia económica (delitos 
económicos), materia de medio ambiente, la pro­
tección penal del euro, etc. 

A! lado de la tutela penal de los intereses funda­
mentales de la política comunitaria y la elaboración 
de una armonización penal comunitaria, la Comi­
sión europea y el Parlamento europeo siguen tam­
bién convencidos que existe la necesidad de un es­
pacio judicial europeo, con una Fiscalía Europea y 
jueces de libertad en los Estados miembros para ga­
rantizar los derechos de defensa y las normas bási­
cas del debido proceso. Por este motivo la Comisión 
europea va a publicar en diciembre de 2001 un Li­
bro Verde sobre la Fiscalía Europea. El Libro Verde 
es un documento abierto que invita a actores de los 
Estados miembros a participar en el debate y a for­
mular sus posiciones al respecto. El Libro Verde tie­
ne como objetivo principal elaborar las modalida-

40. VERVAELE, J.A.E., "¿La aplicación efectiva y salvaguardia del derecho comunitario en los pilares primero y tercero del Trata­

do de la Unión Europea: una separación de bienes?", Revista Vasca de Administración Publica, 1996, 239·258. 

41. Com (2001) 139 final. 
42. Estas opiniones no son publicadas y son de carácter reservado. 
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des técnicas de la Fiscalía Europea, concretizando 
la propuesta de la Comisión europea en la Confe­
rencia Intergubernamental de Niza. Todo el mundo 
podrá contestar a las preguntas del Libro Verde y en 
la primavera de 2002 la Comisión europea organi­
zará una audición pública al respecto. Después de la 
recolecta de toda la información de actores públicos 
y privados, la Comisión elaborará una propuesta le­
gislativa con la idea de establecer la agenda de la 
Fiscalía Europea en la Conferencia Interguberna­
mental de 2004, con el fin de introducir la Fiscalía 
Europea en el Tratado de la Unión Europea. 

La necesidad de una reforma es real43, no sola­
mente en razón de los problemas actuales, sino 
también en vista del futuro inmediato. El espacio 
europeo requiere una protección penal de bienes 
jurídicos traspasando la noción de Estado-nación 
y su ius puniendi, para proteger: 

- Los bienes jurídicos de la propia U E: los inte­
reses financieros de la U E, la moneda única (el eu­
ro), los fraudes y la corrupción interna en el seno 
de las instituciones de la U E. 

- Los bienes jurídicos relativos a los aspectos 
transnacionales del mercado interno, la unión 
aduanera y las políticas comunes vinculadas a la 
competencia, medio ambiente, alimentación, se­
guridad, etc. 

- Los bienes jurídicos puestos en peligro por la 
criminalidad transnacional. 

Además, la redefinición del territorio (mercado in­
terno, unión aduanera) y la creciente integración del 
Estado-nación en este territorio necesitan de compe­
tencias en materia de investigación y del procedi­
miento, que sean capaces de garantizar los bienes 
jurídicos en el espacio común. Las reglas de compe­
tencia de la Fiscalía y de la Judicatura tienen que ser 
redefinidas a la luz de los necesidades urgentes. 
¿Cuánto tiempo tendrá que esperar el ciudadano pa­
ra ver aparecer en Europa una lucha penal efectiva 
contra el tráfico de seres humanos, la gran crimina­
lidad económica y financiera, la contaminación gra­
ve del medio ambiente por parte de gigantes navie­
ros, el tráfico fraudulento de la alimentación de 
animales y dentro de la alimentación? ¿Compren­
derá el ciudadano que en caso de contracción del eu­
ro, no se ha ideado una solución reflexionada de or­
den nacional e internacional? 

Los atentados del 1 1  de septiembre en Estados 
Unidos y el momento creado en la Unión Europea 
tienen su relevancia para la integración de la Justi­
cia Penal en la Unión Europea. El peligro consiste 
en que se impongan soluciones ad hoc, poco medi-

tadas, justificadas por el momento de urgencia, sin 
tener en cucnta las necesidades mucho más amplias 
dc la agenda comunitaria y de la Unión, por fuera 
de los principios clave del Estado de derecho. Aun­
que el Corpus Juris y su modelo de espacio judicial 
euro.peo (�lcron elaborados para proteger los intere­
ses hnanclCros de la Comunidad Europea, el mode­
lo propuesto es un modelo equilibrado entre Fis­
calía Europea y jueces de libertad y que aporta 
soluciones concretas a la necesidad de una Justicia 
Penal eficaz dentro de la Unión Europea, sin perder 
de vista las garantías básicas del ciudadano. Los Go­
biernos y los Ministros de Justicia no pueden por un 
lado oponerse a cualquier integración de la Justica 
Penal en la Unión Europea y por otro lado exigir un 
derecho penal europeo de emergencia, solamente 
para combatir el terrorismo. El ciudadano europeo 
merece una política en materia de Justicia Penal en 
línea con la agenda del Tratado de Amsterdam, ela­
borando un espacio de libertad, seguridad y justicia, 
que tenga en cuenta las necesidades de las políticas 
comunitmias y de la política de la Unión. La lucha 
contra la criminalidad organizada y contra el terro­
rismo, por importante que sea, es solamente un ele­
mento de la política criminal de la Comunidad Eu­
ropea y de la Unión. Los políticos se dejan guiar 
demasiado por la brújula del último atentado. O, 
¿los políticos nacionales van a reclamar que la falta 
de brújula verdadera corresponde a Bruselas y pro­
clamar su inocencia? 
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